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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 19 de noviembre de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Julia Juana Bustinza Sánchez de

Ronceros contra el auto de fojas 55, de 7 de mayo de 2018, emitido por la Primera Sala

Civil de la Corte Superior de Justicia del Callao, que declaró improcedente la demanda

de cumplimiento de autos.

FUNDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el
diario oficial El Peruano el29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció en el
fundamento 49, con carácter de precedente, guo se expedirá sentencia
interlocutoria denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de

los siguientes supuestos:

a) Carezca de fundamentación la supuesta wlneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

trascendenci a constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente

iguales.

yez, en el fundamento 14 de la sentencia emitida en el Expediente 00168-
PC/TC, publicada en el diario oficial El Peruano el 7 de octubre de 2005,

éste Tribunal precisó, con calidad de precedente, los requisitos mínimos que debe

cumplir una norrna legal o un acto administrativo para ser exigible mediante el
proceso de cumplimiento. Allí se señaló que, además de la renuencia del
funcionario o autoridad pública emplazada, el mandato cuyo cumplimiento se

requiere debe: a) ser vigente; b) ser cierto y claro, es decir, inferirse
indubitablemente de la norma legal o del acto administrativo en cuestión; c) no
estar sujeto a controversia compleja ni a interpretaciones dispares; d) ser de

ineludible y obligatorio cumplimiento; y, e) ser incondicional Además precisó
que, en el caso exclusivo de los actos administrativos, éstos deben: f) reconocer
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un derecho incuestionable del reclamante, y; g) permitir individualizar al
beneficiario.

En el presente caso, la actora solicita que se ordene a la Comisión Ad Hoc creada
por Ley 29625, de devolución de dinero del Fonavi a los trabajadores que

contn al mismo, cumplir con los artículos 3 y 4 de dicha ley y que, como
de ello, se le entregue el Certificado de Reconocimiento de

s y Derechos del Fonavista (Cerad) que le corresponde a su difunto
so por haber realizado aportaciones al Fondo Nacional de Vivienda (Fonavi)

Sin embargo, las nornas invocadas por la actora no superan los requisitos
mínimos para constituirse en mandam¿¿s establecidos, con calidad de precedente,
en el fundamento 14 dela sentencia emitida en el Expediente 00168-2005-PC|TC.
En efecto, la expedición del Cerad por parte de la Comisión Ad Hoc, está sujeta al
reconocimiento del aportarte como fonavista beneficiario lo que, a su vez,
requiere una inscripción en el Padrón Nacional de Fonavistas Beneficiarios. Por
su parte, ello exige que se lleve a cabo un procedimiento de verificación de las

aportaciones realizadas por el solicitante de conformidad con los artículos 2l y 22
del Reglamento de laLey 29625, aprobado mediante Decreto Supremo 006-2012-
EF.

En consecuencia, puesto que el mandamus invocado es de carácter condicional y
su aplicación en el presente caso puede estar sujeta a controversia compleja e

interpretaciones dispares, no corresponde pronunciarse sobre el fondo de la
controversia ala luz de los requisitos de procedibilidad, aprobados con calidad de

precedente, en el Expediente 00168-2005-PC/TC.

En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 5 supra, se verifica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite c) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-
2014-PAITC y en los inciso c) del artículo 11 del Reglamento Normativo del
Tribunal Constitucional. Por esta raz6n, corresponde declarar, sin más trámite,
improcedente el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
Constitución Política del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,
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RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publíquese y notifiquese

SS

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA.SALDAÑA BARRERA

EXP. N." 02903-201 S-PC/TC
CALLAO
ruLIA ruANA BUSTINZA SÁNCHEZ
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VO:I'O SINGULAII DIII, MAGISTRADO FEITRERO COSTA

Con Ia potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
clc mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
qrre disiento del preccdente vinculante establecido cn la Sentencia 00987-2014-l'A|TC,
SIIN'I'IINCIA IN1'I1I{I-OCLIT'ORIA DENIjGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expol'rgo :

Ilr, '['nlnuNAr, CoNS'r'rrucroNAL CoNto cet{Tu DE RIrvISróN «r FALr,o y No DE

C¡\Sr\(. l(.)N

l,a Constitución de 1979 creó el Tribunal de (iarantias Constitncionales como
instancia cic casación y la Coristitr,rcién c{e 1993 convirtió al'llribunal Constitr.roional
en instancia de fallo. La Constitr¡ción del 79, por primeravez en nuestra historia
constitucional, dispnso la creación de un órgano ad hoc, independiente del Poder
Judicial, con [a tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
clc los clerechos lundamentales.

2. La Ley Irundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitrrción, que tenía iurrisdicción
en todo cl territorio nacional para conocer^ en vía de casación, de los habeas corpus
y amparos clenegados por cl }loder .luclícial, lo que implicé que dicho J'ribunal no
constituía una instancia habilitada para thllar en frrrma def,rnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocaclos colno afirenaza o lesión a los
dcrcchos reconocidos en la Constitución.

3. lln cse sentido, la Ley 23385, Ley Orgiinicit del'l'ribunal de Garantías
Constitr-rcionales, vigente eR ese rnomento, estab[eció, eR sus artículos 42 a\46, qtre
clicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violaclo la ley o la ha
aplieado en lbn¡a crr¿rda o ha incurrido en graves vicios procesales en la
lramitación y resolución de la demancla, procederá a casar la sentencia y, lurego de
señalar la deliciencia, devolver'á los actuados a la Corle Suprema de .lusticia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimienlo que, a todas luces, clilataba en exceso los procc.sos constitucionales
mencionaclos.

4. El modelo cle tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
rnociificaclci en la Corrstitución cle 1993. En prirner lugar, se amplíarn los
nrecauisnros cle tutela de dos ir cuutro, a serber, habea"s corpus, amparo, hubea,c (.latu

y acci(rn cle cumplimiento. Iin segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
collo órgarro de controi de la constitucionalidad, aun cuando la Constitucién lo
califica erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante. en
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materia de procesos constitucionales de la liberlad, la Constitución establece que el
'fribunal Constitucional es instancia de revisión o lallo.

5. Cabe señalar que la Constitucién Política del Perú, elr su artículo 202. inciso 2,
prescribe qLle corresponde al Tribr.rnal Constitucional "cütTocer', en últimu y
clc.linitittct insfancia, las resolucione,s denegatorias clictaclcts en los ¡trocesos de

hubca.y corplts, amparo, habects datu y ucción cle cumplimienlo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los clerechos fundamentales.
exige que el Tribunal Constitucional cscuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en tm derecho fundamental. [Jna lectura divelsa
contravendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio cle

del'cns¿r de la persona humana y el respeto de su dignidad corllo Frn supremo de la
sociedad y del Estado (artioulo 1), y "lct ob,yervancis del debido proce,to y tulela

.jurisdiccional. Ninguna personü puedo ser desviuda de lu jurisdicción
precielerminucla ¡tor la ley, ni sc¡rneficlct ct ¡trocedimientr¡ dislinlo de los previctrnenle
estctbleciclos, rti .iuzgada por órgunos .lLu'iseliccionales de excepci(tn ni por
cotnisione:; especiales crettdu,s al elbcto cualcluiera,\eu.§¿r denominación",
consagrzrda en el artíc:urlo 139, inoiso 3.

6. Como se advierte, a dif erencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la últirn¿i instancia constitucional tiene lugar por la vía del certioruri
(Suprerna Corle dc los Estados Unidos), en el Perir el Poder Constituyente optó por
trn órgano supremo de interpretación de la Constituoión capaz de ingresar al fondo
en los llamados ptocesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
prolección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si l«r que
está en discusión es la supuesta afirenaza o lesión de un derech<l lundamental, se

debc ¿rbrir la ví¿r correspondiente para clue el 'lribunal Constitucional pueda
pronunciarso. Pcro la apeñura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar oon los jueces constitucionales mediante un pormcnorizaclo
análisis de Jr: que se pretende, cle lo que se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la pañe como concretización de su derecho
irrerrunciable a la defensa; además, un 'l'ribunal Constitucional constituye el rnás
el'ectivo medio de defensa de los derechos lundamentales liente a los poderes
púrblicos y privados, Io cual evidencia el triunlb de la justicia lrente a la
arbitrariedad.

l!t. »unncHo A sER oiDO copro MANTFES'I'AcIóN DE LA DIiMocRA'r'rzACróN DE Los
I) nocusos Con slrl uci r oN ALES DE t,A t,I B E R'r"A t)

8. l,a adrninistración de justicia constitucional de la liber:tad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como correspondc, del derecho de
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del'ensa inherente a toda persona, cuya manil'estación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proccso en el cual se

deterrninen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Prc,cisamente, mi alejamiento respecto a la ernisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la clef'ensa, la cual, sélo es

cfectiva cuando cl justiciable y sus abogados pueden exponel', de nranera escrita y
rural, los iirgumentos pertincntcs, concretándose el principio de inmediación que

debc regir en todo proceso constitr-rcional.

I 0. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que. en tanto que Ia
potestad de adrninistrar justicia constituye una manil'estación del poder que el

Eslado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brind¿r con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I L Cabe añadir c¡ue la participación directa cle las partes" en defensa de sus intereses,
que sc concedc en la audiencia cle vister, taurbién c<lnstituyc un elemento que
democraliza el proceso. De lo contrario, se decicliría sobre la est'era de interés de

una persona sin permitirle alegar lo corresponcliente a su lavor, lo clue resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber'

ineludible de optimizar, en cada caso concreto, Ias razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la .justicia de sus razones, por
expresar de n-rodo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. Ln ese sentido, la Corte Interamericana de Dereohos Humanos ha establecido que el
derccho cle del'ensa "obligct al Estuda u lretur al indit;iduo en todo momenlo comct

un verdadero sujeto del ¡troceso, en el mds amplio senticlo de esfe concepto, )) no
sintpletnenle cortt¡ obiefo clel mismo"l, y que "ptara qtte exista clebida proceso legcrl
es' preciso que un justiciable ¡tueda hacer valer sus derechos y deJbnder su,s

inleres'es en .fbrmu e.féclittu y en concliciones de igualdacl ¡trocesal con olros
jtrsticiables'2 .

' Cor1. IDI'L Caso Barreto I-eiva vs. Venezuela. sentencia del l7 de noviembre de 2009.
párralo 29.
2 Corte IDI'.I. Caso I-lilaire, Constantine y Benjamin -v otros vs. Trinidad y Tobago,
scnlenc'ia del 2l de junio c\e2002. peln'al'b 146.
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N,tlunnlnz,t PRocssAt, DEL RncuRso oc AcR,rvlo CoNs'urucIoNAL

13. Ill modelo de "instancia de fallo" plasrnado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el l'ribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho'l'ribunal es su intérprete suprenlo, pero no su reformador, toda
vez que conto órgano constituido tarnbién está sometido a la Constitr.rción.

14. Cr.rando se aplica a un proceso sonstitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) piercic str

verdadera esencia jurídica, ya que el 'I'ribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisa[" ni mucho nlenos "recalificar" el rccurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'l)ibunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder .ludicial. AI Tribunal lo que le corresponde es conocer del
I{AC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar clicho recLrrso, sino ptlr el contr¿rrio de "conocer" lo clue la parte alega
como un agravio cluc Ie calrsa indel-ensión.

16. Por otro lado, Ia "sentencia interlocutofi¿r" establece cotrro supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo cotrtenido. en el mejor cle los casos,
rcquierc ser aclarado, justificado y concretaclo en supLlestos específicos, a saber.
identilicar en c1ué casos se aplicaria. Ncl hacerlo, no de,finirlo, ni justiljcarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
al'ectar, entre otros, el clerecho fundamental de del'ensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, af-ectando notablemente a los justiciables, cluienes
tendrían que adivinar qué resolverá el T'ribunal Constitucional antes de presentar su
rcspcctiva demanda.

17. Por lo demás, mulatis mutandis, el precedente vinculante contenidcl en la Sentencia
00987-2014-PA/1'C repite lo señalaclo por el 'fribunal Constitucional en otros
ltrllos, oonro en el oaso Luis Sánchez [,agomarcino Itanrírez (Sentencia 02877-
2005-PI-1C/1'C). Del mismo rnodo, constituye una reallrrnación cle la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad. vía plevia,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitncional líquido y
cicrto. ctc.).

18. Sin embargo, el liecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean cle

una uaturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para qLre se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
úrltima posibilidad para proteger y rcparar los derechos fundamentales de los

agraviados. voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que garantiza que e[ l'ribunal Constitucional, en tauto instancia última y
deñnitiva, sea la adccuada para poder escuchar a las personas alcctadas en sus

derechos escnciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al iusticiable
solo lc cluecla el carnino cle la jurisdicciirn internacional de protección dc derechos
hurnanos,

20. Corno afirrnó Raúl Ferrero Rebagliati, "la def'ensa del derecho de uno es, al mismo
tiernpo, r"rna dcl'ensa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestaoión jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
cstá del'endier-rdo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin 1a protección judioial auténtica".
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